4.      EXPEDIENTE D-7708        -          SENTENCIA C-853/09
          Magistrado ponente: Dr. Jorge Iván Palacio Palacio
 
4.1.  Norma acusada
LEY 1121 DE 2006
(diciembre 29)
	Por la cual se dictan normas para la prevención, detección, investigación y sanción de la financiación del terrorismo y se dictan otras disposiciones 


 
ARTÍCULO 18. Modifícase el artículo 441 de la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 9o de la Ley 733 de 2002, el cual quedará así:
Artículo 441. Omisión de denuncia de particular. El que teniendo conocimiento de la comisión de un delito de genocidio, desplazamiento forzado, tortura, desaparición forzada, homicidio, secuestro, secuestro extorsivo o extorsión, narcotráfico, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, terrorismo, financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, enriquecimiento ilícito, testaferrato, lavado de activos, cualquiera de las conductas contempladas en el Título II y en el Capítulo IV del Título IV de este libro, en este último caso cuando el sujeto pasivo sea un menor de doce (12) años, omitiere sin justa causa informar de ello en forma inmediata a la autoridad, incurrirá en prisión de tres (3) a ocho (8) años.
 
4.2.  Problema jurídico planteado
Le corresponde a la Corte determinar, si el legislador al excluir del ámbito de aplicación del tipo penal de omisión de denuncia de particular respecto a las conductas de proxenetismo, a los adolescentes (mayores de 12 años y menores de 18 años), vulneró el derecho a la igualdad, los derechos fundamentales de los niños y los derechos de los adolescentes previstos en la Constitución Política y la Convención sobre los Derechos del Niño.
4.3.  Decisión
Declarar INEXEQUIBLE la expresión “de doce (12) años”,  contenida en el artículo 18 de la Ley 1121 de 2006, que modificó el artículo 441 del Código Penal.
4.4.  Fundamentos de la decisión
El artículo 18 de la Ley 1121 de 2006, que modifica el artículo 441 del Código Penal, contempla la conducta punible de “omisión de denuncia de particular”, que tiene por objeto establecer una medida de protección a favor del menor de 12 año, al sancionar con prisión de 3 a 8 años, a quien teniendo conocimiento de la comisión de cualquiera de la conductas de proxenetismo, contempladas en el Capítulo IV del Título IV, omita sin justa causa informar de ello de manera inmediata a la autoridad.
Para la Corte, ab initio podría sostenerse que el legislador colombiano al establecer como sujeto pasivo del tipo penal de omisión de denuncia de particular respecto a las conductas de proxenetismo, sólo a los menores de 12 años, busca cumplir a cabalidad los imperativos constitucionales e internacionales de derechos humanos que disponen una protección preferente de los menores, especialmente a quienes por su condición de niñez (0 a 12 años), requieren de una protección mayor dada su falta de madurez, además, que se estaría frente a una ley de mayor impacto social. No obstante, para la Corte, esta conclusión inicial carece de exactitud constitucional, toda vez que la disposición impugnada parte de establecer una protección limitada tan solo a los “menores de doce (12) años”, con lo cual termina excluyendo de su órbita de amparo y sin justificación constitucional alguna a los adolescentes (mayores de 12 años y menores de 18 años), quienes también son menores de edad. 
A juicio de la Sala, el criterio diferenciador empleado por el legislador en la norma penal cuestionada, no supera un test de razonabilidad, como quiera que la restricción establecida al sujeto pasivo –que sea menor de 12 años- no encuentra un fin constitucionalmente legítimo, ni imperioso, al excluir a la población adolescente del ámbito de protección constitucional al que, como menores de edad, tienen derecho por ser menores de 18 años. Ello obliga a la Corte a prescindir del análisis de las demás fases del juicio, al no cumplirse al menos con la exigencia inicial. Sin duda, la norma demandada priva a un grupo significativo de menores de edad –adolescentes- de una importante medida de protección penal que busca asegurar el goce efectivo de bienes preciados como la libertad, la integridad y la formación sexual. Por consiguiente, no resulta razonable ni proporcionado el aparte acusado dado que se muestra como una medida abiertamente discriminatoria, al generar una grave desprotección para con los derechos de los adolescentes. A lo anterior se agrega la realidad social que muestra en Colombia una problemática que enfrentan los adolescentes  y que hace imperante la intervención del Estado para garantizar, sin reparo alguno, el interés superior del menor frente a las conductas de proxenetismo, para lo cual es importante que el particular denuncie estas conductas. En ese sentido, la omisión de denuncia de particular, como expresión del deber de solidaridad y colaboración para el buen funcionamiento de la administración de justicia (art. 95 C.P.), tratándose de los delitos de proxenetismo, debe comprender como sujeto pasivo a todo menor de edad. Por lo expuesto, la expresión “de doce (12) años” contenida en el artículo 18 de la Ley 1121 de 2006, que modificó el artículo 441 del Código Penal, es inexequible.  
